CAUSA Nº 11103 CCALP “REYNOSO, MARCELO GABRIEL C/MINISTERIO DE SEGURIDAD Y OTROS S/PRETENSION ANULATORIA”

En la ciudad de La Plata, a los dos  días del mes de Agosto del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa “REYNOSO MARCELO GABRIELC/MINISTERIO DE SEGURIDAD Y OTROS S/PRETENSION ANULATORIA”, en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia N°1 en lo Contencioso Administrativo del Departamento Judicial La Plata (expte. Nº -1109-), con arreglo al sorteo de ley, deberá observarse el siguiente orden de votación: Señores Jueces Dres. Claudia Angélica Matilde Milanta, Gustavo Juan De Santis y Gistavo Daniel Spacarotel.


A N T E C E D E N T E S


1. Contra la sentencia dictada en la anterior instancia que hace lugar parcialmente a la acción entablada (fs. 163/170 vta.), se alza la parte demandada e interpone recurso de apelación (fs. 177/180).


2. Sustanciado el recurso (fs. 181 y fs. 184, 186 y 188), elevada la causa al Tribunal, declarada la admisibilidad de la impugnación (cfr. res. de esta Cámara de fs. 191/191 vta.) y dictada la providencia de autos, corresponde plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N

¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto?. En su caso: ¿qué pronunciamiento procede dictar?

V O T A C I Ó N

A la cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:


I- El juez de primera instancia dicta sentencia por la que decide: 1. hacer lugar parcialmente a la acción contencioso administrativa promovida por el Sr. Marcelo Gabriel Reynoso, declarando la nulidad del Decreto N° 1440/03 y retrotrayendo los efectos al momento de la declaración de prescindibilidad efectuada por Decreto 3209/93; 2. reconocer el derecho del actor a percibir los salarios retenidos durante el período de disponibilidad preventiva y la indemnización prevista en el art. 12 de la ley 11.184, conforme lo indicado en los considerandos 4.1., 4.2. y 4.3, y 3. imponer las costas en el orden causado (art. 51, C.C.A.) postergando la regulación de honorarios para la oportunidad prevista en el art. 54 del decreto ley 8904/77.


En primer término, puntualiza que la pretensión del actor consiste en que se declare la nulidad del decreto del Poder Ejecutivo N° 1440/03 que rechazó el recurso de apelación y confirmó la sanción de exoneración dispuesta por la Resolución N° 67.064/91, previamente ratificada por la Resolución N° 79.096/94 del Sr. Jefe de la Policía de la Provincia de Buenos Aires.


Refiere que, según el accionante, la sanción deviene irrazonable y se encontraba prescripta la potestad disciplinaria, así como que solicita la reparación de los daños y perjuicios (daño emergente, lucro cesante y daño moral).


Destaca los antecedentes del caso, entre ellos, que en el año 1988 se inició una causa penal contra el actor y otros agentes policiales por la presunta comisión de los delitos de hurto de automotor, violación de los deberes del funcionario público y peculado, causa que se halla en el archivo penal, en virtud del auto de sobreseimiento definitivo allí decretado el 18-4-97.


Paralelamente, continúa, se dispuso la apertura del sumario administrativo por infracción al art. 59 inc. 7 del decreto ley 9550/80 y una medida precautoria de disponibilidad preventiva, sin prestación de servicio y goce parcial de haberes. Menciona diversas actuaciones de ese procedimiento, entre ellas, el dictado de la Resolución 67054/91 que dispuso la exoneración del actor y la Resolución 79086/94 que denegó el recurso de reconsideración interpuesto contra la anterior.

Puntualiza que, por otra parte, el accionante fue declarado prescindible el 20-8-93, en el marco del art. 12 de la ley 11.184.


Asimismo destaca que el actor articuló, el día 11-9-94, recurso de apelación contra la sanción y que, ante la inactividad de la administración en resolver, solicitó la prescripción de la acción disciplinaria. Añade que aquella impugnación fue finalmente resuelta el 15-8-2003 por decreto del Poder Ejecutivo N° 1440/03, sin que se decidiera en cambio el pedido de prescripción.


Conforme a la reseña anterior, y en virtud de las postulaciones de las partes, comienza el iudex por analizar si se ha producido la extinción de la potestad disciplinaria de la administración, para concluir que efectivamente ello ha sucedido.


Expresa, para decidir en tal sentido, que la norma aplicable al caso es el art. 70 del decreto ley 9550/80, que establece al efecto el plazo de tres años para supuestos, como el de autos, de penas expulsivas.


Y argumenta que desde el inicio del sumario hasta el dictado de la Resolución 79096/94 que desestimó el recurso de revocatoria, es posible advertir una clara voluntad de la administración de mantener en movimiento la acción; sin embargo, luego, desde que se interpuso el recurso de apelación se produjo una dilación injustificada superior a los tres años, antes de ser confirmada la sanción por el decreto 1440/03, razón por la que corresponde declarar la prescripción.


Sin perjuicio de lo expuesto, agrega el a-quo que el decreto 1440/03 careció de una adecuada motivación, teniendo en cuenta que el actor había solicitado la extinción de la acción disciplinaria y sobre ese asunto no se expidió el acto en cuestión. Por otro lado, reprocha que el sobreseimiento dispuesto en sede penal no fue tenido en cuenta a la hora de tratar la impugnación.

Por ende, al no haber sido valoradas y resueltas tales cuestiones, a su entender, el decreto de marras exhibe una motivación aparente, por lo que corresponde declarar su nulidad y retrotraer los efectos al momento de la declaración de prescindibilidad efectuada por decreto 3209/93 en el marco del art. 12 de la ley 11.184.

En tal contexto, ordena la restitución de los haberes dejados de percibir durante la disponibilidad preventiva, con actualización monetaria e intereses, y condena a abonar al actor la indemnización del art. 12 de la ley 11.184, rechazando la aplicación del art. 245 de la L.C.T. solicitada por el interesado. Desestima, por otra parte, el lucro cesante y daño moral reclamados.

2. Apela la parte demandada sobre la base de los siguientes agravios.

-La sanción expulsiva fue aplicada al actor hallándose vigente la potestad disciplinaria, sin que se encontrase prescripta.

Los hechos que motivaron las actuaciones datan de 1988 y desde entonces el trámite del sumario tuvo un diligenciamiento expedito, sin perjuicio de la suspensión impuesta por la existencia de la causa penal, que culminó con el dictado de la resolución del 17-4-91 que dispuso la baja por exoneración.

La administración hizo efectivo el ejercicio del poder sancionatorio dentro del plazo del art. 70 del decreto ley 9550/80 pues tal como sostiene la Corte local, no puede aplicarse el instituto de la prescripción de la acción cuando ya se ha agotado con la sanción.

Es erróneo lo resuelto pues las demoras posteriores, durante el trámite de la apelación, no logran desvirtuar la vigencia de la potestad disciplinaria al momento de imponer la sanción.

-Resulta improcedente el pago de la indemnización prevista en la ley de emergencia así como la devolución de haberes retenidos, dado que la sanción impuesta al actor es legítima.

3. Sustanciado el recurso y abierta la consideración de sus fundamentos (cfr. res. de esta Cámara de fs. 191/191 vta. y proveído de fs. 197), procede ingresar en el examen de la impugnación.

II- 1. Al respecto, anticipo que la juzgo de recibo, pues acierta la demandada al controvertir el argumento central que sostiene el fallo favorable.

En efecto, el núcleo de la sentencia estimatoria de la pretensión principal, radica en que la acción disciplinaria había prescripto y que, por lo tanto, amén del vicio en la motivación, devino nulo el acto definitivo (decreto 1440/03) retrotrayéndose al cese por prescindibilidad la situación del actor (decreto 3209/93). No se expide, circunstanciadamente, acerca de si ello sobrellevó a la propia medida sancionatoria (resoluciones 67064/91 y 79096/94), dato que ya permite detectar el error en el juzgamiento, al mantenerse sin censura la sanción expulsiva impuesta cuando –según el ​a-quo y a ese entonces- se hallaba en vigor la acción disciplinaria y, al mismo tiempo, formularse la declaración de prescripción de la atribución para aplicarla, por mora en la resolución del recurso de apelación. Tan sólo se deja entrever, al respecto, que ello ha provocado la desaparición de la sanción (v. considerando 4.1).

Entiendo, por el contrario, que la extinción del ejercicio de la aludida potestad no se produjo y lo considero así aún adoptando –en forma parcial- los lineamientos y razonamiento que surgen de la misma motivación del pronunciamiento. Ello, en tanto allí se sostiene que, al momento de dictarse la sanción expulsiva (resolución 67064/91), como al tiempo de decidirse su confirmación con el rechazo del recurso de reconsideración (resolución 79096/94), se hallaba expedito el ejercicio de la atribución disciplinaria al advertirse una clara voluntad de la administración de mantener en movimiento la acción mediante la realización de actos idóneos para configurar un supuesto de “secuela de sumario” (cfr. considerando 2.2.).

En consecuencia, si se ejerció oportunamente la acción dictándose el acto sancionatorio, no puede luego sostenerse que se encontraba prescripta en virtud de demoras ocurridas en el trámite del recurso de apelación ulterior, como asegura el iudex en el considerando 2.3..

La consumación de la potestad disciplinaria, en este caso, acaeció con la aplicación de la medida de exoneración, sin que obste a entenderlo de ese modo, el efecto que a la vía recursiva le asigna el art. 316 del decreto 1675/80 invocado por el a-quo (v. considerando 2.1.). La suspensión afecta a la ejecución del acto administrativo, mas no al ejercicio ya producido de la competencia; ese aplazamiento, a su vez, refiere a que, mientras tramitan los recursos administrativos, el cumplimiento de la sanción queda supeditado a la resolución de aquéllos.

De todos modos, preciso es tener en cuenta que el actor fue dado de baja por prescindibilidad en el año 1993 (v. folios 566/588 y 584 del Anexo, exp. adm. N° 771.687/88 y agregados, glosado por cuerda a la causa) de donde resulta que se torna inoficioso considerar aquel efecto suspensivo –a los fines de la decisión adoptada- para quien se hallaba fuera del servicio y a cuyo respecto sólo restaba determinar, en todo caso y en definitiva, la causal del cese (cfr. art. 2 decreto cit.).

Ahora bien, las partes no discuten que la norma aplicable es el art. 70 del decreto ley 9550/80 que se encontraba vigente al tiempo de los hechos que dieron lugar al procedimiento sumarial, conforme a cuyos términos prescribe a los tres años la acción disciplinaria correspondiente, lapso que, según admite el iudex no se encontraba agotado al aplicarse la medida como al confirmársela, por lo cual carece de congruencia interpretar que se operó luego su extinción por prescripción.

Lo expresado hasta aquí es suficiente para demostrar que el pronunciamiento no se ajusta a derecho, toda vez que se advierten en él juicios contrapuestos al admitirse la operatividad de la acción disciplinaria ejercida y declarársela a continuación prescripta. De este modo, no alcanza una adecuada solución de la controversia, al dejar incólume la sanción y la prescindibilidad, situación que no logra remontarse con el único argumento que se desliza en torno a la desaparición de la sanción.


También incurre en defecto el análisis del caso en relación a la situación de prescindibilidad del accionante. El acto respectivo (decreto 3209/93 fs. 566/568, exp. adm. N° 771.687/88 cit. y agregados, glosado por cuerda a la causa), se dictó en los términos del art. 12 de la ley 11.184, y con los alcances fijados por el art. 20 del decreto 465/92 en cuanto a los efectos que sobre el cese y el reconocimiento y pago de las indemnizaciones o contraprestaciones dinerarias se deriven del resultado de las actuaciones administrativas y/o penales instruidas a los numerarios incluidos en el Anexo I, entre los que figura el Sr. Reynoso (cfr. considerandos del decreto cit. y su anexo).


Al tiempo de decretarse la prescindibilidad, se había dictado la exoneración del actor y se hallaba pendiente de resolución el recurso de reconsideración, desestimado en el año 1994.


En consecuencia, conforme a los actos administrativos emanados y la normativa aplicada, la causa del cese del accionante es la sanción expulsiva (en igual sentido, v. dictamen de Asesoría General de Gobierno de fs.  565, exp. adm. cit.).


Estas circunstancias y el hecho de no hallarse en tela de juicio los términos bajo los cuales se dispuso la prescindibilidad, denotan que al no haberse encontrado razones para entrar a analizar y, en su caso, dejar sin efecto, la sanción aplicada por la resolución 67064/91 y confirmada por la resolución 79096/94, la decisión que contiene la sentencia resulta jurídicamente equivocada, pues vigente la exoneración no pudo asignar al cese otra causal, otorgando los efectos patrimoniales de la baja previstos en el art. 12 de la ley 11.184.


Otro tópico que no modifica lo expuesto, es el transcurso del tiempo ulterior a la interposición del recurso de apelación. En el caso bajo examen, impuesta la medida disciplinaria, la demora, sea o no justificada, no sumía al interesado en indefensión, pues no se hallaba inhibido de continuar con la impugnación de la sanción, incluso en la vía judicial (arts. 77, 79 y concs., decreto ley 7647/70, 7 y concs., ley 2961; arts. 15 y 166, C.P. y 1, 12, 16, 76 y concs., C.P.C.A.).


Por último, también advierto que el actor encauzó su pretensión inicial en este proceso por dos vertientes: el cuestionamiento de la sanción y el pedido de prescripción.

En estas condiciones, el planteo del accionante enderezado a que se declare la prescripción de la acción disciplinaria, oportunamente desplegada con el dictado del acto expulsivo, no puede ser acogida como tampoco la decisión que, al respecto, contiene la sentencia que corresponde revocar, sin que por tal conclusión pueda entenderse que se está propiciando la demora de la administración; antes bien, ha quedado expresada la posibilidad de defensa ante un estado semejante.

Cabe añadir que la patencia del error se advierte en el esfuerzo del a-quo por exponer que con la prescripción de la acción disciplinaria –ya ejercida al aplicarse la exoneración- se encontraría desaparecida la sanción (v. fs. 168).


2. Lo expuesto determina que procede analizar el cuestionamiento de la legitimidad de la sanción, esto es, el tema de fondo articulado con carácter principal en la demanda, que no fuera objeto de tratamiento y resolución por el iudex por haber estimado una defensa precedente, decisión que propongo dejar sin efecto (doctr. arts. 272, 273 y concs., C.P.C.C. y 77, C.P.C.A.).


Ello así, en la medida que la impugnación del acto disciplinario constituye una cuestión esencial que conforma la litis (art. 156 Constitución provincial), cuya resolución quedó omitida en la sentencia en vista de la solución asignada al capítulo previo. Y si bien la parte actora no formuló el replanteo del asunto en la oportunidad de contestación de los agravios que no utilizó a ese fin (fs. 181/181 vta., 184 y 188), ha de entenderse que se halla implícitamente sometido al conocimiento de esta alzada al revocarse la sentencia de grado (cfr. normas cits.).


El tema habrá de ventilarse con arreglo al líbelo inicial y su contestación, toda vez que en el recurso no se expresan agravios –aunque se insiste en la legitimidad de la sanción (v. acápite 2 del recurso)- ante la falta de pronunciamiento sobre el punto, que quedara preterido por el decisorio de un tópico condicionante de la cuestión material.


A ello no obsta que el iudex hubiese descalificado el decreto 1440/03 por carencia de adecuada motivación, pues no se expidió en torno a la cuestión disciplinaria misma ni supuso ello ni dispuso tampoco la invalidez de los anteriores actos administrativos que aplicaron y confirmaron la exoneración.


En tal cometido, cabe precisar los principales argumentos contrapuestos que sostienen los litigantes.

3. El actor, en una síntesis de los antecedentes (punto IV de la demanda), destaca que fue incoada acción disciplinaria en el ámbito del Ministerio de Seguridad, con basamento en una denuncia donde aparece inexplicablemente sindicado, que dio origen a la causa penal que individualiza.


En lo sustancial, afirma que esa denuncia es falaz pues no se aportaron pruebas en su contra, que fueron negativos los resultados de los allanamientos y que fue sometido a una rueda de reconocimiento en violación de su derecho de defensa.


Resalta que la declaración de R. Villarreal tampoco pudo ser tenida en cuenta por tratarse de una persona con frondoso prontuario, entre otras razones, como que se hallaba detenido en la Comisaría donde prestaba servicios.


Enfatiza que en sede penal se estableció su falta de responsabilidad dictándose sobreseimiento provisorio que fue luego convertido en definitivo, y que la pericia caligráfica concluyó que no surgía intervención suya en el trazado de la firma en cuestión (refiere al boleto de compraventa, vinculado con la imputación hurto de automotor).


Alega que la administración con los mismos elementos reunidos en sede penal y valiéndose únicamente de ellos lo consideró incurso en falta susceptible de sanción expulsiva y considera absurda la apreciación de la prueba, que luce insuficiente –en su opinión- para acreditar los hechos y su culpabilidad.


Entiende que el acto cuestionado adolece de arbitrariedad pues se basa tan solo en los dichos de los denunciantes y, de tal modo, afirma que se ha vulnerado su derecho de defensa al denegarse el recurso de apelación sin prueba alguna de su participación en los hechos.


Por otra parte, impugna la figura genérica donde se encuadrara su conducta, el art. 59 inc. 7 del decreto ley 9550/80 porque su imprecisión afecta la citada garantía de defensa. También intenta descalificar la sanción por violación del art. 162 del decreto 1675/80 y del art. 4 del citado decreto ley.


Tal el planteo sustancial del demandante, sobre la irrazonabilidad, ilegalidad y arbitrariedad de la medida expulsiva que requiere sea dejada sin efecto.


Efectúa el reclamo de los salarios retenidos durante la disponibilidad preventiva, ampliando luego la demanda con la pretensión de daños y perjuicios que incluye los rubros daño emergente, lucro cesante y daño moral. 


4. La Fiscalía de Estado, al contestar la demanda, solicita su rechazo y defiende la legitimidad de la sanción sobre la base de los siguientes argumentos.


Señala que el expediente sumarial fue iniciado en el ámbito de la Policía Bonaerense con motivo de varias denuncias formuladas contra empleados de la Comisaría 4ª de La Plata, por las que se vinculaba al personal de la dependencia en el secuestro de diferentes electrodomésticos en domicilios de particulares bajo pretexto de tratarse de artículos robados, pero sin que tal proceder se hubiera encontrado reunido de las formalidades de rigor.


Agrega que uno de los intervinientes resultó ser el agente Marcelo Reynoso, quien además se vio alcanzado por una causa penal por presunta comisión de delitos de robo de automotor e incumplimiento de deberes de funcionario público, ordenándose incluso la detención preventiva. 


Continúa con la referencia al sumario, instruido conforme lo prescripto por el art. 218 del decreto 1675/80 por infracción al art. 59 inc. 7 del decreto ley 9550/80, donde una vez colectada la prueba de cargo y ejercida la defensa del imputado, se concluyó en la responsabilidad del agente citado, dictándose por el Jefe de Policía la resolución 67064 del 17-4-91 que dispuso la baja por exoneración, confirmada por la resolución 79096 del 28-3-94. Posteriormente se dictó el decreto 1140 del 15-8-03 por el que el Poder Ejecutivo rechazó el recurso de apelación.


En cuanto a los fundamentos de la sanción, sostiene que la falta imputada se encuentra plenamente acreditada, al verse el agente policial involucrado en episodios que por sus características tornan incompatible su permanencia en los cuadros de la Policía provincial.


En ese contexto, añade, la resolución sancionatoria fue dictada como resultado de un ordenado procedimiento en el que se reunieron pruebas suficientes, no desvirtuadas por el imputado, demostrándose que fue reconocido como uno de los miembros de la mencionada fuerza de seguridad que procediera al secuestro de diversos electrodomésticos, artículos electrónicos y una motocicleta en domicilios de particulares, pretendiendo justificar su accionar en la procedencia robada de tales elementos, pero sin cumplir con las formalidades legales de rigor (orden de secuestro emanada de funcionario competente, levantamiento del acta respectiva, individualización de los datos de la causa en que se desarrollaba el operativo, juez interviniente, etc.).


Menciona las declaraciones testimoniales pertinentes (De Lamata, Ocampo, Bagnasco y Ramírez) para luego aducir que no fueron desvirtuadas por ninguna prueba ofrecida por el accionante. Así también, refiere cómo el demandante se vio involucrado en relación al secuestro y comercialización de un vehículo obtenido de manera al menos dudosa (denuncia de Villaruel, declaraciones de Vispo y Procaiaz) dando ocasión a una causa penal en la que quedó detenido. 


Abunda, con cita jurisprudencial, sobre lo inconciliable del obrar del actor y el decoro que debe mantener todo agente de la fuerza de seguridad.


Se extiende acerca de los distintos aspectos cuestionados, para luego abordar lo referente a la validez constitucional del art. 59 inc. 7 de la ley estatutaria, aplicado al sancionarse al actor.


Por fin, dedica un acápite al tema de la independencia de la responsabilidad administrativa y penal, para concluir con el rechazo de los rubros indemnizatorios solicitados.


5. Resulta pues decisivo determinar, en primer término, si la sanción impuesta al accionante se basó en pruebas reunidas en las actuaciones o, por el contrario, como aduce el demandante, carece de todo respaldo que pueda acreditar su responsabilidad disciplinaria.


Además si, según sostiene, son los mismos elementos que sirvieron para absolverlo en sede penal, los utilizados para sancionarlo en sede administrativa.


Y, por fin, si medió un ejercicio arbitrario de la potestad disciplinaria al expulsarlo del servicio sin demostrarse la comisión de una falta imputable a su persona.


Por último, en el caso de no prosperar tales articulaciones defensivas, corresponderá analizar si la figura bajo la cual se encuadrara el obrar como falta administrativa, violenta garantías constitucionales.


El resultado del examen del tópico principal determinará si corresponde el análisis de los pedimentos accesorios.

6. Anticipo que la impugnación de la medida disciplinaria carece de sustento suficiente para ser acogida.


Del expediente administrativo sumarial surge que la sanción fue aplicada sobre la base de antecedentes bastantes para tener por acreditado que el actor, con su intervención en diversos hechos, pudo afectar o comprometer, en la estimación de la administración, el prestigio de la institución policial. Además, se arribó a ese resultado tras sustanciarse el sumario, donde el interesado ejercitó su defensa y el decisorio se adoptó con arreglo a derecho.


Así se desprende en primer término de la resolución 67064 dictada el 17 de abril de 1991 por el entonces Jefe de Policía que se agrega a fs. 178/182 del expediente administrativo 2203-711.687/88 (glosado por cuerda a la causa). Allí se decidió dar de baja por exoneración al cabo 1° Marcelo Gabriel Reynoso por haber afectado gravemente el prestigio de la Repartición y su dignidad de funcionario, al acreditarse que fue acusado por un delincuente como el servidor público que, en complicidad con él y otros camaradas, vendían elementos sustraídos, y al no querer continuar el malviviente con el ilícito comercio, se apoderaron de un automóvil de su propiedad y lo vendieron en una agencia, habiendo sido además reconocido en rueda de personas como uno de los integrantes de una comisión policial que secuestrara un televisor al damnificado sin ninguna formalidad; asimismo, se estableció que se presentaron en el domicilio de dos ciudadanos y se incautaron de diversos artefactos eléctricos so pretexto que eran robados y sin adoptar los mínimos recaudos legales de práctica, viéndose involucrado de esta forma en un proceso penal por robo de automotor y falta a los deberes del funcionario público; todo ello, independientemente de la definitiva resolución judicial que pudiere recaer en la causa (art. 59 inc. 7 decreto ley 9550/80).


En segundo lugar, dicho acto administrativo se corresponde con los antecedentes colectados en el procedimiento, sin que puedan quedar desvirtuados por el hecho de ser comunes –en parte- a algunas actuaciones penales sustanciadas con motivo de la denuncia de la comisión de delito, ámbito donde el accionante se encontró imputado, fue detenido (fs. 90, causa penal n° 80 agregada en fotocopias) y finalmente sobreseído (fs. 500 y 530 de la misma causa).


En efecto, pueden mencionarse al respecto los siguientes datos cuya referencia y relación integrara la motivación de la medida expulsiva.


Declaraciones y denuncias de los damnificados (folios 2/2 vta. de J. O. De La Mata y 3/4  de N. F. Ocampo exp. adm N° 586.092/88 agregado por cuerda), en sentido concordante con los dichos del Comisario –R. J. García Etcheto- que se hizo cargo de la Comisaría donde se desempeñaba el accionante (folios 10 del mismo exp.), declaración de L. A. Vispo (folios 107/108 y 134 exp. cit.), declaraciones de R. H. Villarruel –Villarreal o Villarroel-  (folios 79/80, 86/89, exp. cit.), declaración de W. R. Bagnasco y de R. del C. Ramírez, como reconocimiento en rueda de personas (v. fs. 170/171, 204/204 vta. y 254, fotocopias certificadas de la causa penal N° 80 agregada sin acumular). Ello, congruentemente con las conclusiones a las que llegara el instructor (folio 371/375 exp. adm. sumarial cit.) con todas las remisiones a las constancias sumariales que en dicha intervención se efectúan.


Tales elementos de convicción, dieron lugar a la inferencia que los sumariados, entre ellos el Sr. Reynoso, se hallaban incursos en la infracción contemplada por el art. 59 inc. 7 del decreto ley 9550/80 (v. acto de fs. 178 cit.).


Si bien, como alega el actor, la diligencia de allanamiento (folio 11, exp. cit.) como otros antecedentes (vgr. boleto de compraventa que se agrega en el folio 109 y prueba pericial respectiva) resultaron contrarios a su incriminación penal, tampoco permiten destruir los restantes antecedentes sobre los cuales se estructura su responsabilidad disciplinaria que no se basa en haber cometido delito de hurto de automotor, cuestión objeto de dilucidación en la instancia judicial.


Es así que comprobada la infracción administrativa, y a los fines de la presente contienda, la escasa antigüedad y falta de antecedentes (folio 22 del exp. adm. cit.), no revelan entidad suficiente para demostrar irrazonabilidad en la sanción, frente a sucesos relevantes en el obrar de quien forma parte de una fuerza de seguridad.


En estas condiciones, la censura sustentada en la arbitraria conformación de un hecho, sin sostén probatorio, carece de asidero a juzgar por la consigna circunstanciada de las constancias del procedimiento, que sirvieron para tenerlo por demostrado. Vale reiterar que la medida disciplinaria no fue aplicada por haber cometido el actor un delito, pues, entre otros datos, se dejó expresamente consignado que la sanción administrativa era independiente de cuanto pudiese en definitiva resolverse en el juicio penal, por ese entonces, en trámite. Es más, el hecho puntual que brindó fundamento al encuadre de la conducta (art. 59 inc. 7, estatuto policial citado) tuvo su quicio en la participación del accionante en actividades relativas al secuestro de elementos de dudosa procedencia, sin las debidas formalidades. Aspecto que no pudo ser desmentido por el accionante, ante las inequívocas probanzas ya mencionadas.


Tampoco basta para descalificar la solución alcanzada, el desvirtuar los testimonios prestados, o el considerar que los dichos de los declarantes no pueden conformar la prueba del hecho que configure la falta endilgada a su persona. En particular, la censura que el accionante ensaya, por haberse tenido en cuenta la declaración de una persona cuyo prontuario serían suficiente para privar de convicción ese elemento, no puede tener acogida. De un lado, en tanto no fue el único ni la principal, sino uno de los elementos conducentes (ver su reseña concordante con las constancias del expediente, en el considerando sexto y subsiguientes de la res. 67064/91). Del otro, esa persona también obtuvo sobreseimiento provisorio en el proceso relacionado con el caso (por los delitos de peculado y estafa, v. resolución del 8-9-93 a fs. 437 de la causa penal adjuntada en fotocopias certificadas).


De este modo el argumento no prospera.


Preciso es destacar, asimismo, que la imputación de falta administrativa al accionante no se apoyó de modo sustancial en la materia (hurto) que se hallaba en vías de esclarecimiento en la mencionada causa penal, sino, por el contrario, por haber participado de la comisión policial de la Comisaría cuarta de La Plata, en los servicios en la calle, que retenía bienes bajo la sospecha de ser robados, omitiendo las formas correspondientes. Está debidamente demostrada tal intervención, en particular, con las manifestaciones del Sr.  Bagnasco y de la Sra. Ramírez y el reconocimiento en rueda de personas (v. fs. 170/171, 204/204 vta. y 254, fotocopias certificadas de la causa penal N° 80 agregada sin acumular).


Se advierte, asimismo, que el propio agente no negó categóricamente que conformaba el grupo de la fuerza que, al menos, procedía en forma irregular con respecto al secuestro de objetos. Tampoco desestimó el haber estado involucrado en los episodios, aunque sea por omisión de adoptar un comportamiento acorde a los deberes de la institución. Por fin, ninguna excusa atendible pudo invocar que permitiese tener por justificado el desconocimiento acerca del alcance de sus obligaciones en relación a los delicados hechos relacionados con bienes de terceros y supuestos ilícitos, deberes cuya ignorancia no deviene plausible para quien posee el estado policial, por más que carezca de mayor experiencia.


En tal sentido, la defensa asumida por el actor durante el trámite sumarial se apoyó en que su participación se debió a su inexperiencia y, en aras de ello, consideraba que no cabía sancionárselo con la pena más grave –expulsiva-, pautas que denotan el reconocimiento de haber obrado bajo las circunstancias en cuestión.


En efecto, en oportunidad de cuestionar en sede administrativa la medida, si bien descartando su culpabilidad por los hechos que fuera sancionado, admitió como cierto que trabajaba en el Servicio de Calle de la Comisaría 4ª de La Plata, alegando como atenuantes su escasa antigüedad en la fuerza (11 meses y 21 días al momento de la imputación) y poca experiencia para atender dicho servicio (v. recurso de fs. 386/388 exp. adm. cit.), además de no ser él responsable de haber sido asignado a prestar esas tareas, ya que solamente creyó estar cumpliendo fielmente con lo que se le mandaba por parte de sus superiores razón por la cual solicitó una pena más leve (cfr. recurso de apelación de fs. 522/523 del mismo exp.).


Cabe pues concluir que carece de viabilidad la impugnación pues la sanción administrativa recayó, previo sumario, con sustento de hecho y probatorio suficiente y encuadrándose la falta en una norma del régimen estatutario.


En estas condiciones, es dable señalar que no se da un supuesto de falta de consistencia fáctica, o bien en el que, a resultas del proceso penal, quedase sin cobertura la propia materialidad de la infracción, lo que no ocurre en el caso.


En efecto, en tal sentido, el sobreseimiento provisorio en sede penal se basó en que no se encontraba debidamente justificada la responsabilidad penal del imputado Reynoso, en los delitos de hurto de automotor, violación de los deberes del funcionario público y peculado, y se dispuso el 28-2-95 en los términos del art. 382 inc. 3 del CPP (fojas 500 causa penal N° 80 agregada en fotocopias certificadas). Dicho sobreseimiento se convirtió en definitivo en fecha 18-4-97, conforme resolución del 27-10-99 que así lo declara (fs. 530 causa penal cit.).


De lo expuesto se desprende que no se ha descartado la plataforma fáctica, esto es la existencia de los hechos, sino la debida acreditación de la responsabilidad penal que, entonces, no se identifica con la administrativa que pudiere corresponder en la relación de empleo.


No surge asimismo la identidad de circunstancias entre el proceso penal y el sumario disciplinario. 


En aquel juicio la imputación versó sobre el hurto de automotor, consecuente incumplimiento de deberes del funcionario público y peculado. Dejándose a salvo, expresamente, en sede administrativa, la definitiva resolución de dicha causa penal. 


En el ámbito administrativo, el hecho de haber sido denunciado y reconocido como uno de los integrantes de la comisión policial que secuestraba bienes supuestamente robados, sin las formalidades correspondientes. La certidumbre de la autoridad administrativa se conformó a modo de inferencia de las declaraciones, denuncias y reconocimiento del actor por uno de los damnificados, de un modo que no merece la censura de arbitrariedad.


Cabe recordar que, conforme a la normativa aplicable al caso, se formará criterio sobre la prueba en base a las libres convicciones razonadas (art. 66, decreto ley cit.). Al respecto, tiene dicho la Suprema Corte que el régimen legal disciplinario aplicable al personal policial impone a la autoridad administrativa la apreciación de las pruebas bajo el sistema de libes convicciones razonadas (art. 66 decreto ley 9550/80) que es particularmente amplio, lo que descarta inicialmente la aplicabilidad de la prueba tasada que reglamenta el Código de Procedimiento en materia penal y ciñe el ámbito de la impugnación a la demostración de la falta de razonabilidad de la efectuada por la autoridad administrativa (doctr. S.C.B.A. B 57063, “Mármol”, sent. 5-4-2000; B 56375, “Améndola”, sent. 18-4-2000; B 58013, “Rojas”, sent. 16-9-2003; B 57829, “Tordo”, sent. 9-5-2001, entre muchas), propósito que no ha conseguido el accionante. 

En esa misma línea, el alto tribunal ha destacado que parece razonable que, frente a la convicción así lograda de la falta, la pérdida de confianza en el agente policial involucrado haya motivado a la autoridad para adoptar una medida expulsiva (cfr. causas 58328, “Millar”, sent. 21-5-2003; B 58240, sent. 12-3-2008; B 57459, sent. 28-5-2008; B 57508, sent. 27-2-2008, entre otras), tal como sucede en la especie.


A lo expuesto cabe añadir que los ámbitos de responsabilidad penal y administrativa son diferentes, salvo que se descarte en el fuero judicial la materialidad de hecho, de donde no podría a su vez ser tenido por existente a los fines disciplinarios en la relación de empleo, hipótesis que, según se analizara, no se da en este caso (ver en sent. conc. CCALP causas N° 11330, “Pisetta”, sent. de 24-2-11; N°  11161, “Armoa”, sent. de 10-3-11; N° 11270, “Ramos Leiva”, sent. de 31-3-11, entre otras).


Al respecto, con arreglo a lo dispuesto por el art. 67 del decreto ley 9550/80 el pronunciamiento administrativo es independiente del judicial, en caso de absolución o sobreseimiento (cfr. causas cits.). 


Advierto que, entonces, las principales defensas del accionante han girado en torno a la prescripción de la potestad disciplinaria, ya descartada, como de la insuficiencia probatoria, también carente de consistencia bastante. 


Ahora entonces cabe detenerse en la impugnación de la figura disciplinaria, en la que se encuadrara la infracción, a saber, el art. 59 inc. 7 del decreto ley citado, según el cual, entre las transgresiones que darán lugar a sanción de exoneración o separación de retiro, impuesta por resolución dictada en sumario administrativo se encuentra Todo otro acto que afecte gravemente el prestigio de la Institución o la dignidad del funcionario. Si bien prevista en términos amplios comprensivos de supuestos que pudiesen comprometer tales valoraciones, no por ello se configura una pugna constitucional por violación del derecho de defensa, como pretende el accionante, quien, al respecto, no ha argumentado ni demostrado de qué modo se ha visto afectado el ámbito de garantías frente a una imputación administrativa de hechos concretos, en el marco de un sumario donde pudo ejercitarlas debidamente. No puede visualizarse, en el planteo del actor, de qué manera vio cercenada sus posibilidades de hacerse oír y desplegar actividad probatoria contra los cargos formulados y, luego, contra la sanción por algún óbice derivado de la previsión en cuestión.


Menos aún puede admitirse la invalidez del precepto por contrariar una norma de grada inferior, como la alegada por el demandante (art. 162, decreto 1675/80), con la que, además, integra un plexo que no ha sido desoído por la administración. Similar conclusión corresponde en orden a la estabilidad en el cargo aducida por el interesado (art. 4, decreto ley cit.), pues el resguardo de permanencia cede, entre otras causas y precisamente, debido a una sanción expulsiva, como la aplicada al actor.

El enunciado normativo del art. 59 inc. 7 del estatuto, por otra parte, no describe un tipo de raigambre penal, ni exhibe en sus términos y contenido circunstancias que enfrenten con las cláusulas superiores, sino que, antes bien, presenta una figura que permite subsumir hechos que, por sus características, resulten incompatibles con la Institución o la situación de sus agentes. Ello, cuanto sucede en autos, ante las delicadas circunstancias que generaron la sanción.

En ese orden de ideas, tal como lo ha entendido la Suprema Corte, si al imponer la sanción el Jefe de Policía ponderó la gravedad de la falta por la naturaleza de los hechos que dieron lugar a la formación de causas penales en orden a los delitos imputados, parece razonable, que la consiguiente pérdida de confianza en el agente policial involucrado diera sustento para adoptar una medida expulsiva (S.C.B.A., causa B 57063, “Mármol”, sent. de 5-4-2000; B 57459, sent. de 28-5-2008; B 57508, sent. de 27-2-2008), pues tal comportamiento fue considerado descalificable para un agente de la Policía y agraviante para la Institución al originar con él una causa penal que afectó su prestigio dada la trascendencia del hecho, sin que el actor haya logrado la desacreditación de la falta imputada incumpliendo la carga probatoria (cfr. S.C.B.A., causa B 55497, sent. de 4-10-2006).

En estas condiciones, no se advierten motivos justificados para invalidar la medida expulsiva, ni por ausencia de debido respaldo probatorio, ni por quiebre de las normas fundamentales. Tampoco cabe censura respecto del decreto 1140/03, por ausencia de motivación, toda vez que, en virtud de los tópicos analizados en la presente, ha quedado demostrado que no mediaron hechos ni circunstancias probadas, relevantes y decisivas como para acoger la impugnación administrativa, tal como resulta de los fundamentos del mencionado acto (v. fs. 1 y sigts. de la causa).

Cabe pues concluir que, con relación a la sanción, no ha logrado demostrar el accionante su ilegitimidad o falta de razonabilidad, lo que determina que su cuestionamiento no puede prosperar.

III- En mérito de las razones expuestas, corresponde haber lugar al recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, revocar la sentencia parcialmente estimatoria de la acción y rechazar, en todos sus términos, la pretensión entablada por el actor en el presente juicio (arts. 12, 55, 56, 58 y concs., C.P.C.A.).

Con costas del proceso en el orden causado (art. 51, C.P.C.A.).

Así lo voto.

A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

Comparto el criterio que abastece al primer voto relativo a que el ejercicio de la potestad disciplinaria no se encontraba prescripto.


También acuerdo en el tratamiento concerniente a la legitimidad de la sanción aplicada, en cuanto el caso reporta probada la materialidad del hecho y por lo tanto informa la variable de segregación de los ámbitos penal y administrativo (conf. mis votos en causas “ CCALP n° 6195, CCALP n° 9290, CCALP n° 11.161, CCALP n° 11.270 y CCALP n° 11.330).


En ese marco dejo expuesta mi adhesión a la Dra. Milanta.


Así lo voto.


A la cuestión planteada, el Dr. Spacarotel dijo:


Adhiero al voto de la Dra. Milanta.


Así lo voto.


De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, dicta la siguiente

S E N T E N C I A

Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, se hace lugar al recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, se revoca la sentencia parcialmente estimatoria de la acción y se rechaza, en todos sus términos, la pretensión entablada por el actor en el presente juicio (aras. 12, 55, 56, 58 y concs., C.P.C.A.).

Costas del proceso en el orden causado (art. 51, C.P.C.A.).

Difiérese la regulación de honorarios para la oportunidad dispuesta por los artículos 31 y 51, decreto ley 8904/77.

         Regístrese, notifíquese y devuélvase al juzgado de grado oficiándose por Secretaría.


Firmado: Claudia A. M. Milanta. Jueza. Gustavo Daniel Spacarotel Juez. Gustavo Juan De Santis. Juez. Mónica M. Dragonetti. Secretaria. Registrado bajo el nº  253 (S).

